ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA 

RADICACIÓN 66170 31 04 002 2018 00040 01
AGENTE OFICIOSO: PERSONERÍA MUNICIPAL DE DOSQUEBRADAS
ACCIONANTE: DAMARIS GARCÍA GAVIRIA 

ACCIONADA: DIRECCIÓN SECCIONAL DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL DE RISARALDA
ASUNTO: CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:
            Sentencia – 2ª Instancia – 18 de Septiembre de 2018

Asunto:
           Acción De Tutela   -     Confirma      
 

Radicación Nro.         66170 31 04 002 2018 00040 01

Accionante:
 Agente Oficioso: Personería Municipal De Dosquebradas de Damaris    García Gaviria 

Accionada: Dirección Seccional De Sanidad De La Policía Nacional De Risaralda

Magistrado Ponente: 
Jairo Ernesto Escobar Sanz

TEMAS:

DERECHO A LA SALUD Y A LA SEGURIDAD SOCIAL / DILACIÓN PARA MATERIALIZAR PROCEDIMIENTO MÉDICO / PRESTACIÓN INTEGRAL DE LOS SERVICIOS MÉDICOS/ PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL/ Ahora bien, la Dirección de Sanidad Seccional de Risaralda expuso en el escrito de impugnación que ha tramitado y cumplido todas las órdenes médicas, necesarias para la salud de la señora Damaris García Gaviria y por lo tanto considera que no hay cabida para ordenar un tratamiento integral como quiera que no se evidenció la falta de otros servicios de salud por autorizar o materializar en favor de la accionante. Sin embargo, ello no obra así en el dossier, teniendo en cuenta que la señora García Gaviria requiere de carácter prioritario el dispositivo endoceptivo con levonorgestrel 52 mg mirena e inserción del mismo, prescrito por el especialista en ginecología, como quiera que padece de múltiples patologías, máxime cuando existe un riesgo de cáncer de endometrio como obra en su historia clínica (Fls. 11 y 12); por lo cual, con motivo en las múltiples negativas y sin hallarse ninguna solución por parte de la Dirección de Sanidad Seccional de Risaralda, aun pasado un año desde la primera solicitud de implante del dispositivo solicitado, la señora procedió a acudir al amparo constitucional, habida cuenta de la situación de debilidad manifiesta en la que se encuentra. 

(…)

Es por ello que para esta Sala no son de recibo los argumentos expuestos por la Dirección Seccional de Sanidad Risaralda toda vez que no dan cuenta de las gestiones adelantadas tendientes a generar la autorización de entrega del endoceptivo y programar la inserción del mismo como lo refirió en su escrito de impugnación y, en relación con la improcedencia del “tratamiento integral”, esta Sala lo halla de carácter imprescindible teniendo en cuenta su condición de sujeto de especial protección constitucional, como se refiere en el acápite anterior. 

(…)

Por lo anterior, esta Sala no encuentra reparo alguno a las órdenes emitidas por el juez de primer nivel y en tal virtud, confirmará el fallo estudiado. 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Pereira, dieciocho (18) de septiembre de dos mil dieciocho 
Aprobado por Acta No. 823
Hora: 3:50 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR

Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el Jefe de Sanidad de la Policía Nacional – Seccional Risaralda, frente al fallo emitido el 10 de agosto de 2018 por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Dosquebradas, dentro de la acción de tutela interpuesta por el personero delegado en derecho de petición, medio ambiente y servicios públicos de Dosquebradas, en representación de la señora Damaris García Gaviria en contra de esa entidad.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

2.1. Informó que la señora García Gaviria presenta patología Dismenorrea primaria hiperplasia endometrial simple sin atipia y hua (hemorragia uterina anormal).
Refirió que debido a dicha patología el médico especialista en ginecología de la ESPAM Unidad Médica Risaralda en consulta de fecha 23 de noviembre de 2016 ordenó “endoceptivo de levonorgestrel mirena” diligenciando el respectivo formato de aprobación de medicamentos por fuera del Manual Único de Medicamentos y terapéutica del SSMP. 

Luego de radicada la solicitud ante Sanidad, después de esperar más de un año le informaron a su representada de manera verbal que el dispositivo no había sido aprobado. 

Agregó que luego de una intervención quirúrgica que no trajo mejoría al padecimiento de su representada en un nueva consulta de ginecología de fecha 19 de julio de 2018 la Dra. Ximena Briceño Morales ordenó nuevamente el dispositivo y expidió orden para “endoceptivo medicado con levonorgestrel 52mg Mirena” prioritario, se solicitó “mirena e inserción del mismo”, indicando en la historia clínica que requiere de forma prioritaria Mirena para manejo de su patología endometrial de base, ya que aunque su riesgo de cáncer de endometrio es menor al 1% este riesgo existe, por lo cual se solicita inserción prioritaria de Mirena. 
Indicó que a la fecha Sanidad de la Policía no ha garantizado el tratamiento que requiere su representada, por lo cual solicitó i) la protección de sus derechos fundamentales a la vida, salud, integridad personal, calidad de vida, vida digna, por estado de debilidad manifiesta, ii) y ordenar a la Policía Nacional y Seccional Sanidad Risaralda que en el término de 48 horas realice todos los trámites administrativos pertinentes que garanticen de manera inmediata el suministro e inserción de endoceptivo medicado con levonorgestrel 52mg mirena prioritario, así mismo iii) se garantice por Sanidad de la Policía Nacional prestar toda la atención médica integral y especializada que requiera relacionada con su patología o las patologías sobrevinientes a ella y el cubrimiento total en el 100% de todo el servicio de salud POS y NO POS que requiera hasta la recuperación total e integral de su salud (…) (Fls. 2-5). 
2.2. Allegó con la demanda de tutela los documentos que sustentan sus pretensiones (Fls. 6-16).

3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA LA DEMANDA 
3.1. DIRECCIÓN SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL SECCIONAL RISARALDA. 
Pese a haber sido notificado oportunamente mediante oficio del 03 de agosto de 2018 (Fl. 20), la entidad guardó silencio. 
3.2. DIRECCIÓN NACIONAL DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL 

Pese a haber sido notificado oportunamente mediante oficio del 03 de agosto de 2018 (Fl. 21), la entidad guardó silencio. 
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 10 de agosto de 2018 el Juzgado 2º Penal del Circuito de Dosquebradas, Risaralda, resolvió lo siguiente (Fls. 22-26):
PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales a la salud de la señora Damaris García Gaviria identificada con cedula de ciudadanía número 29.309.634, vulnerados por la Direccional Seccional de Sanidad de Risaralda.

SEGUNDO: ORDENAR a la DIRECCIÓN DE SANIDAD SECCIONAL DE RISARALDA, que en el término perentorio e improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas, contados a partir de la notificación de esta decisión, proceda a realizar los trámites pertinentes, tendientes a autorizar y programar el procedimiento denominado “ENDOCEPTIVO MEDICADO DE LEVONORGESTREL 52 MG MIRENA E INSERCIÓN DEL MISMO”, teniendo en cuenta la parte considerativa de la presente providencia.  

TERCERO: ORDENAR a la DIRECCIÓN DE SANIDAD SECCIONAL RISARALDA, para que preste a la usuaria el cubrimiento del tratamiento integral, es decir, autorice todos los exámenes, medicamentos, procedimientos, citas con especialistas, cirugías, tratamientos, hospitalizaciones, insumos y demás servicios  que sean requeridos con ocasión a la misma, con independencia de que se encuentren o incluidos en el plan de beneficios a su cargo, debiéndole asegurar la continuidad del servicio para que su salud no se menoscabe. 

Las entidades accionadas fueron notificadas por correo electrónico deris.notificacion@policia.gov.co, del contenido del fallo de tutela el 13 de agosto de 2018 mediante el oficio 2125A (Fl. 28).

5. SINOPSIS IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación al fallo de primera instancia, el 16 de agosto de 2018, la Dirección de Sanidad Seccional Risaralda puso de presente que en relación con el medicamento “Endoceptivo medicado de Levonorgestrel 52 mg Mirena e inserción del mismo” se pudo establecer que es un servicio que se encuentra por fuera de su plan de servicios, por lo cual es necesario que los usuarios acudan al trámite establecido para el Comité Técnico Científico de la Dirección de Sanidad. No obstante procedieron a generar la autorización de entrega del endoceptivo y programar la inserción del mismo. Así las cosas, concluyó que no se trata de negligencia por parte de la Seccional en cuanto a la demora en la entrega de los servicios de salud, razón por la cual no ha debido proceder el tratamiento integral concedido por el despacho de primera instancia.  
Precisó que la finalidad de la tutela es que se cumpla de manera efectiva lo ordenado por el operador jurídico de conformidad con el concepto médico, el cual, en algunos casos es incierto y la tutela no se ha establecido para proteger derechos futuros y aleatorios. 

Indicó que tanto la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional y Seccional Risaralda han prestado todos los servicios necesarios de salud ante el diagnóstico de la enfermedad de accionante como beneficiaria del subsistema de salud de la policía nacional, en aras de conservar y acatar el principio, el respeto a la dignidad humana y garantizar el cuidado de la salud y bienestar de la actora; por lo cual la seccional siempre ha atendido de manera integral al paciente en forma ininterrumpida, completa, diligente, oportuna y de calidad. 

Acto seguido expuso que bajo la premisa del “tratamiento integral” existe una parametrización en salud y no se puede dejar a una expectativa futura e incierta, ya que se impactaría en la seguridad jurídica pues se crearían expedientes judiciales interminables y con un problema jurídico sin resolución. 
En esos términos solicitó revocar el numeral tercero del fallo proferido por el juzgador de primer grado (Fls. 30 y 31). 
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

6.2. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

6.3 PROBLEMA JURÍDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
6.3.1. De conformidad con los argumentos de la impugnante, esta Corporación debe decidir si el fallo adoptado por el juez de primera instancia fue acorde a los preceptos legales o si por el contrario hay lugar a revocarlo.

6.3.2. El derecho a la salud tiene la connotación de fundamental. En este sentido, la jurisprudencia de la Corte Constitucional concluyó que este es un derecho fundamental que debe ser respetado y protegido cuando se advierte algún tipo de amenaza o vulneración, así lo reiteró en la sentencia T-760 de 2008 donde dijo lo siguiente:

“(…) 3.2.1.3. Así pues, considerando que son fundamentales (i) aquellos derechos respecto de los cuales existe consenso sobre su naturaleza fundamental y (ii) todo derecho constitucional que funcionalmente esté dirigido a lograr la dignidad humana y sea traducible en un derecho subjetivo”, la Corte señaló en la sentencia T-859 de 2003 que el derecho a la salud es un derecho fundamental, ‘de manera autónoma’, cuando se puede concretar en una garantía subjetiva derivada de las normas que rigen el derecho a la salud, advirtiendo que algunas de estas se encuentran en la Constitución misma, otras en el bloque de constitucionalidad y la mayoría, finalmente, en las leyes y demás normas que crean y estructuran el Sistema Nacional de Salud, y definen los servicios específicos a los que las personas tienen derecho. Concretamente, la jurisprudencia constitucional ha señalado que el acceso a un servicio de salud que se requiera, contemplado en los planes obligatorios, es derecho fundamental autónomo. En tal medida, la negación de los servicios de salud contemplados en el POS es una violación del derecho fundamental a la salud, por tanto, se trata de una prestación claramente exigible y justiciable mediante acción de tutela. La jurisprudencia ha señalado que la calidad de fundamental de un derecho no depende de la vía procesal mediante la cual éste se hace efectivo.” (Subrayas nuestras). 
6.3.3. Según el artículo 49 de la Constitución Política, el Estado Colombiano tiene la obligación de garantizar a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud. En este marco, la Corte ha hecho énfasis en que éstos deben ser prestados en condiciones de calidad, eficacia y oportunidad, referenciando de nuevo a la sentencia T-760 de 2008 la Corte manifestó: “todos los usuarios del Sistema de Salud tienen derecho a acceder a los servicio de salud que requieran con necesidad, estén o no incluidos en el Plan Obligatorio de Salud”. El derecho constitucional de acceso a los “servicios que se requieran”, tal y como se puntualizó, no depende que los mismos estén incluidos o no en un POS  o si la entidad responsable cuenta o no con los mecanismos para prestarlos directamente, ya que si el sistema de seguridad social no garantiza los medios para otorgar un servicio necesario, ello constituye un obstáculo para el acceso a los mismos; y en tal medida se irrespeta el derecho a la salud, que se encuentra en conexidad con el derecho a la dignidad y a la vida en condiciones dignas.

6.4. De las pruebas arrimadas al expediente se observa que desde el 23 de noviembre de 2016 la Unidad Médica Risaralda de la Policía Nacional le ordenó a la señora Damaris García Gaviria el medicamento Endoceptivo con Levonorgestrel 52 mg Mirena (Fls. 8 y 9), en igual sentido la usuaria radicó solicitud el 23 de noviembre de 2016 en donde el médico solicitante refiere lo siguiente “paciente con dismenorrea (…)” (Fl. 10) ; posteriormente el médico tratante de la ESPAM Unidad Médica Risaralda le ordenó nuevamente, el 19 de julio de 2018, el dispositivo “endoceptivo medicado con levonorgestrel 52 mg mirena prioritario e inserción del mismo (Fl. 14) ; solicitud radicada el 19 de julio de 2018, en el cual el médico especialista solicitante refiere: “paciente con hiperplasia simple sin atipia y hemorragia uterina anormal. Riesgo de cáncer de endometrio (…) existe riesgo inminente para la vida y la salud del paciente por el cáncer de endometrio” (Fl. 15).

Por el contrario, no se evidenció ninguna respuesta por parte de la Dirección Seccional Sanidad Policía Nacional de Risaralda frente a las solicitudes aludidas en el libelo anterior, en consecuencia, se tuvo en cuenta la manifestación de la accionante al indicar que de manera verbal la entidad accionada le informó que el dispositivo no había sido aprobado. 
6.5.  Frente al régimen especial de Seguridad Social en Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, la Corte Constitucional en la Sentencia T-210 de 2013, reiteró lo siguiente:

“La Ley 100 de 1993, en su artículo 279, consagró distintos regímenes especiales de seguridad social, los cuales están excluidos del Sistema General en Salud, como son los relativos a los miembros de la Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, de Ecopetrol y de las empresas en concordato preventivo y obligatorio mientras dure el proceso concursal
.

Bajo ese entendido, se tiene que las Fuerzas Militares y la Policía Nacional forman parte de los regímenes especiales de salud y, acerca de dichos regímenes la Corte Constitucional ha sostenido que:

“[t]ales regímenes consagran derechos adquiridos por los mencionados sectores laborales, gracias a reivindicaciones colectivas que fueron defendidas por sus voceros ante el Congreso de la República, justamente, para que no fueran desconocidas por el sistema general de pensiones y salud” 
.

Sobre esta materia la Corte también ha precisado lo siguiente:

 “(…) El legislador pretendió al establecer los regímenes de excepciones al régimen general de la Ley 100 de 1993: (i) que los derechos en salud contengan beneficios y condiciones superiores a los que rigen para los demás afiliados al Sistema Integral de Seguridad Social contenido en la dicha ley y, a su vez, (ii) en ningún caso, consagren un tratamiento discriminatorio o menos favorable al que se otorga a los afiliados al sistema integral general
”. 

Concretamente, respecto del Régimen Especial de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, la Ley 352 de 1997 “Por la cual se reestructura el Sistema de Salud y se dictan otras disposiciones en materia de Seguridad Social para las Fuerzas Militares y la Policía Nacional”, define la sanidad como un servicio público esencial orientado a dar respuesta a las necesidades del personal activo, retirado, pensionado y beneficiario
. El Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de Policía se inspira en principios orientadores
, entre los cuales se encuentra el de universalidad, que es la garantía de la protección para todas las personas, sin ninguna discriminación, en todas las etapas de la vida y la protección integral a sus afiliados y beneficiarios en sus fases de educación, información y fomento de la salud, prevención, protección, diagnóstico, recuperación, rehabilitación, en los términos y condiciones que establece el Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial. De igual manera, deben realizar actividades que en materia de salud requieran las Fuerzas Militares y la Policía Nacional para el cumplimiento de su misión.

Por su parte, el Decreto Ley 1795 de 2000, en virtud del cual se estructura el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional dispuso que el objeto de tal sistema es prestar el servicio de sanidad inherente a las operaciones militares y del servicio policial como parte de su logística militar, así como brindar el servicio integral de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios
.” (Subrayas propias)
6.6. Ahora bien, la Dirección de Sanidad Seccional de Risaralda expuso en el escrito de impugnación que ha tramitado y cumplido todas las órdenes médicas, necesarias para la salud de la señora Damaris García Gaviria y por lo tanto considera que no hay cabida para ordenar un tratamiento integral como quiera que no se evidenció la falta de otros servicios de salud por autorizar o materializar en favor de la accionante. Sin embargo, ello no obra así en el dossier, teniendo en cuenta que la señora García Gaviria requiere de carácter prioritario el dispositivo endoceptivo con levonorgestrel 52 mg mirena e inserción del mismo, prescrito por el especialista en ginecología, como quiera que padece de múltiples patologías, máxime cuando existe un riesgo de cáncer de endometrio como obra en su historia clínica (Fls. 11 y 12); por lo cual, con motivo en las múltiples negativas y sin hallarse ninguna solución por parte de la Dirección de Sanidad Seccional de Risaralda, aun pasado un año desde la primera solicitud de implante del dispositivo solicitado, la señora procedió a acudir al amparo constitucional, habida cuenta de la situación de debilidad manifiesta en la que se encuentra. 
6.7.  Es así como el artículo 49 de la Constitución Política dispone que  el Estado Colombiano tiene la obligación de garantizar a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud. En este marco, la Corte ha hecho énfasis en que éstos deben ser prestados en condiciones de calidad, eficacia y oportunidad, referenciando de nuevo a la sentencia T-760 de 2008 la Corte manifestó: “todos los usuarios del Sistema de Salud tienen derecho a acceder a los servicio de salud que requieran con necesidad, estén o no incluidos en el Plan Obligatorio de Salud”. El derecho constitucional de acceso a los “servicios que se requieran”, tal y como se puntualizó, no depende que los mismos estén incluidos o no en un POS o si la entidad responsable cuenta o no con los mecanismos para prestarlos directamente, ya que si el sistema de seguridad social no garantiza los medios para otorgar un servicio necesario, ello constituye un obstáculo para el acceso a los mismos; y en tal medida se irrespeta el derecho a la salud, que se encuentra en conexidad con el derecho a la dignidad y a la vida en condiciones dignas.

6.8. Así mismo en la sentencia T-062 de 2017, el alto Tribunal Constitucional ha dispuesto lo siguiente: 

De igual manera, se considera pertinente resaltar que, tal como lo ha sostenido la jurisprudencia de este Tribunal, cuando están en juego las garantías fundamentales de sujetos que merecen una especial protección constitucional, como es el caso de menores de edad, adultos mayores, indígenas, desplazados, personas con discapacidad física o que padezcan enfermedades catastróficas como sida o cáncer entre otras patologías, la atención integral en materia de salud debe ser brindada independientemente de que las prestaciones requeridas se encuentren o no incluidas en el Plan Obligatorio de Salud.

 
A la luz de lo anterior, la Corte ha reiterado, a su vez, que debido a que el derecho fundamental a la salud comprende no solo el bienestar físico, biológico y funcional de la persona, sino, también, los aspectos psicológicos y emocionales y que la atención integral debe aplicarse a todas estas facetas, se configura la obligación de las EPS de brindar un tratamiento completo para todas las enfermedades que afectan todos aquellos ámbitos que hacen parte del mencionado derecho, para, de esta manera, propiciar una adecuada calidad de vida y dignidad humana en todas las esferas de la salud de una persona.

Bajo la anterior perspectiva, la Corte ha reconocido que el servicio de salud debe ir orientado no solo a superar las afecciones que perturben las condiciones físicas o mentales de la persona, sino, también, a sobrellevar la enfermedad manteniendo la integridad personal.  En ese mismo sentido, es que se debe encaminar la protección constitucional del derecho fundamental a la salud, es decir que, a pesar del padecimiento y además de brindar el tratamiento integral adecuado, se debe propender a que su entorno sea tolerable y digno.      

En efecto, el derecho en cuestión puede resultar vulnerado cuando la entidad prestadora del servicio se niega a acceder a aquellas prestaciones asistenciales que, si bien no tienen la capacidad de mejorar la condición de salud de la persona, logran hacer que la misma sea más manejable y digna, buscando disminuir las consecuencias de su enfermedad. Sobre el particular la Corte ha sostenido que:

 “(…) el derecho a la vida implica también la salvaguardia de unas condiciones tolerables, que permitan subsistir con dignidad y, por tanto, para su protección no se requiere estar enfrentado a una situación inminente de muerte, sino que al hacerse indigna la existencia ha de emerger la protección constitucional.”
 

De lo anterior se desprende, que para esta Corte es factible la ocurrencia de eventos en los cuales resulta contario al principio de integralidad en materia de salud, que se exijan trámites netamente administrativos para acceder a ciertos servicios, cuando de la condición de la persona resulta evidente que los requiere para sobrellevar la afectación que la aqueja y, frente a los cuales, someterla a solicitar una prescripción médica puede resultar desproporcionado. Tal enfoque ha sido reiterado en numerosas oportunidades por la Corporación.

 

Bajo ese orden de ideas, es claro que en casos en los que la enfermedad de la persona hace notorias sus condiciones indignas de existencia, resulta desproporcionado y contrario al principio de integralidad en materia de salud, que se exijan requisitos de carácter administrativo, como lo es la prescripción por parte del galeno tratante, para que el paciente pueda recibir la asistencia médica requerida.

 

Así las cosas, cabe concluir que el tratamiento integral en materia de salud, comporta una gran importancia en cuanto a la garantía efectiva de este derecho fundamental, en la medida en que no se reduce a la prestación de medicamentos o de procedimientos de manera aislada, sino que abarca todas aquellas prestaciones que se consideran necesarias para conjurar las afecciones que puede sufrir una persona, ya sean de carácter físico, funcional, psicológico emocional e inclusive social, derivando en la imposibilidad de imponer obstáculos para obtener un adecuado acceso al servicio, reforzándose aún más dicho entendimiento cuando se trata de sujetos que merecen un especial amparo constitucional. (Subrayas Nuestras) 
6.9. Es por ello que para esta Sala no son de recibo los argumentos expuestos por la Dirección Seccional de Sanidad Risaralda toda vez que no dan cuenta de las gestiones adelantadas tendientes a generar la autorización de entrega del endoceptivo y programar la inserción del mismo como lo refirió en su escrito de impugnación y, en relación con la improcedencia del “tratamiento integral”, esta Sala lo halla de carácter imprescindible teniendo en cuenta su condición de sujeto de especial protección constitucional, como se refiere en el acápite anterior. 
6.10.  Por otro lado, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha reiterado que las entidades que prestan los servicios de salud no pueden exponer válidamente argumentos de tipo administrativo que creen una barrera en el acceso a los servicios de salud que requieren sus  usuarios, ni los mismos pueden ser sometidos a interminables trámites internos y burocráticos que no permitan desarrollar en adecuada forma los tratamientos médicos, tal como lo indicó ese Máximo Tribunal en la Sentencia T-1218 de 2004, con ponencia del magistrado Jaime Araújo Rentería cuando estableció lo siguiente: 

 
  “(…) Es así como esta Corte frente a dilaciones en el servicio de salud debido a trámites administrativos, ha sostenido:
 
´Así pues, en un Estado Social de Derecho, fundado en el respeto de la dignidad humana (art. 1º C.P.) y en la conservación del valor de la vida (Preámbulo y art. 11 C.P.), no puede predicarse la efectividad del servicio de salud en aquellos eventos en los cuales la E.P.S., desconociendo las reales circunstancias de salud de un afiliado y sin mediar justificación, lo somete a esperar indefinidamente la práctica de una cirugía que se necesita de manera urgente, o antepone problemas administrativos, contractuales, económicos, o disposiciones de carácter legal para negarse a prestar el tratamiento médico que le garantizará al usuario la existencia digna´.
 
(…) En conclusión, la E.P.S. demandada no puede exponer válidamente argumentos de tipo administrativo que creen una barrera en el acceso a los servicios de salud que requiere la demandante.
 
De igual manera, los usuarios del sistema de salud no pueden ser sometidos a interminables trámites internos y burocráticos que no permitan desarrollar en adecuada forma los tratamientos médicos. 
 
(…) 
 
La jurisprudencia de esta Corporación ha sostenido que quien presta un servicio de salud, no puede realizar actos que puedan llegar a comprometer la continuidad del servicio y en consecuencia la eficiencia del mismo.
 
Así pues, es obligación tanto de las entidades públicas como de las privadas que intervienen en la prestación de los servicios de salud, garantizar su continuidad.

 
En el presente caso debe esta Sala reiterar que sin importar la razón por la que se extingue la vinculación con la E.P.S, ésta se encuentra en la obligación   de culminar los tratamientos y los procedimientos médicos ya iniciados, mientras no se asegure su culminación por parte de otras Empresas Promotoras de Salud, por lo que la terminación abrupta de aquellos, quebranta los derechos fundamentales a la salud en conexidad con la vida y  la integridad personal”.
Por lo anterior, esta Sala no encuentra reparo alguno a las órdenes emitidas por el juez de primer nivel y en tal virtud, confirmará el fallo estudiado. 

 

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,
FALLA
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo proferido el 10 de agosto de 2018 por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas, Risaralda, dentro de la acción de tutela instaurada en favor de la señora Damaris García Gaviria en contra de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional de Risaralda, en lo que fue materia de impugnación.

SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

� Artículo 279 de la Ley 100 de 1993: Excepciones: “El sistema integral de seguridad social contenido en la presente ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, ni al personal regido pro el Decreto Ley 1214 de 1990, con excepción de aquél que se vincule a partir de la vigencia de la presente ley, ni a los miembros no remunerados de las corporaciones públicas”. 


� Sentencia T-348 de 1997. 


� Sentencia T-594 de 2006.


� Artículo 3° de la Ley 352 de 1997.


� Artículo 4° Ibídem.


� Artículo 5 del Decreto – ley 1795 de 2000.
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